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sumario: I. El desarrollo jurisprudencial explícito del control de convencio-
nalidad. A. El concepto del control de convencionalidad. B. El alcance o natu-
raleza que se le ha reconocido. II. Aplicación práctica de la figura, desarrollo 
implícito. III. La jerarquía normativa del derecho interamericano. IV. Algunas 
posibles soluciones a los conflictos normativos presentados con relación a las 
normas interamericanas. V. Una Corte terca pero que funciona.
resumen: El control de convencionalidad es una figura que resulta esencial 
para la garantía de los derechos humanos dentro del Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos. Aunque su origen está en el seno de la Corte Intera-
mericana, resulta ser una herramienta esencial para los Estados para efectos del 
cumplimiento de sus obligaciones internacionales. En el artículo que se presenta 
a continuación se estudia la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana 
para efectos de esquematizar lo que se ha entendido en el ámbito nacional por 
tal figura. Adicionalmente, se identifica su relación con la jerarquía normativa 
de las normas interamericanas dentro del ordenamiento nacional y, además, se 
establece que sirve como un instrumento de resolución de conflictos normativos.
Palabras clave: derecho interamericano, derecho interno, control de con-
vencionalidad, jurisprudencia constitucional, Corte Constitucional, Colombia, 
jerarquía normativa, conflictos normativos.
abstract:The ‘conventionality control’ is a very special figure that has become 
imperative for the achievement of human rights inside the Interamerican Sistem 
of Human Rights. Even thou it’s an original institute from the Interamerican 
Court, it’s also an essential tool for the fulfillment of each State’s international 
obligations. This paper aims to present the study of the Colombian constitu-
tional jurisprudence in order to schematize what has been the concept in a 
national order basis. In addition, there is identified which is its relation with 
the interamerican normative hierarchy in the national normative system and 
furthermore, how does it helps to solve different normative conflicts.
Key words: Interamerican law, National law, “conventionality control”, 
constitutional jurisprudence, Constitutional Court, Colombia, normative hie-
rarchy, normative conflicts.
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El (des)control de convencionalidad en las sentencias de la Corte Constitucional colombiana664
i n t r o d u c c i  n
Junto con la figura del margen nacional de apreciación, el control de conven-
cionalidad es tal vez una de las nociones más controversiales que el sistema 
interamericano ha trasladado a los ordenamientos nacionales. Tal controversia no
está solo relacionada con temas como la inconsistencia en la jurisprudencia 
interamericana, su fundamento, su alcance o la restricción que suscita para la so-
beranía nacional1, sino en particular porque los tribunales constitucionales 
nacionales, en especial el colombiano, se han mostrado reacios a desarrollarla, 
pero han procurado implementarla en lo posible.
Ahora bien, aunque se trata de una figura de vieja data, no fue sino hasta 
la primera década de este milenio cuando se empezó a acuñar el término de 
control de convencionalidad por parte del juez García Ramírez en los casos 
Mirna Mack Chang vs. Honduras y Tibi vs. Ecuador2. Sin embargo, hasta 26 
no fue acuñada por el juez interamericano en el caso Almonacid Arellanos vs. 
Chile, cuando se institucionalizó el término dentro de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, pues se reconoció que:
La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio 
de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el orde-
namiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional 
como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, 
también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las 
disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes 
contrarias a su objeto y n, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En 
otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de convencio-
nalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder Judicial 
debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que 
1 acosta alvarado, paola andrea (21). Diálogo judicial y constitucionalismo multinivel, el 
caso interamericano. Bogotá D. C.: Universidad Externado de Colombia, pp. 7-81.
2 acosta alvarado, paola andrea (21). Diálogo judicial y constitucionalismo multinivel, el 
caso interamericano. Bogotá D. C.: Universidad Externado de Colombia; rojas betancourth, 
danilo (21). Control de convencionalidad en Colombia. Entre el control de la Convención 
y su aplicación. Anuario de Derecho constitucional latinoamericano. Año xxi, Bogotá, pp. 113-14. 
hitters, juan carlos (2009). Control de constitucionalidad y control de convencionalidad. 
Comparación (Criterios fijados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos). Revista 
Estudios Constitucionales, vol. 7, n.º 2, pp. 19-128.
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del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana3.
A partir de ese momento, empezó a desarrollarse como tal la figura del control 
de convencionalidad hasta el punto de darle el alcance y contenido con el que 
cuenta hoy. Si bien es cierto que doctrinantes como Acosta Alvarado, Quinche 
Ramírez y Castilla Juárez consideran que su alcance se ha visto afectado por 
un vaivén jurisprudencial por parte de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, al menos se pueden identificar unos elementos conceptuales que se 
mantienen incólumes.
En primer lugar, hay que partir del hecho que esta figura tiene origen en 
los artículos 1.1, 2 y 29 de la Convención Americana de Derechos Humanos4. 
La figura, en principio, consiste en un mandato de armonización o articulación 
3 corte interamericana de derechos humanos. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 26 de septiembre de 26. 
Serie C, n.º 14, párrs. 123 y 124.
4 Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos 1. Los Estados Partes en esta Convención se 
comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y 
pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno Si el ejercicio de los derechos y 
libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas 
o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimien-
tos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.
 Artículo 29. Normas de Interpretación Ninguna disposición de la presente Convención puede 
ser interpretada en el sentido de:
 a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista 
en ella;
 b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en 
que sea parte uno de dichos Estados;
 c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la 
forma democrática representativa de gobierno, y
 d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza. acosta alvarado, 
paola andrea (21). Diálogo judicial y constitucionalismo multinivel, el caso interamericano. 
Bogotá D. C.: Universidad Externado de Colombia; rojas betancourth, danilo (21). 
Control de convencionalidad en Colombia. Entre el control de la Convención y su aplicación. 
Anuario de Derecho constitucional latinoamericano. Año xxi, Bogotá.
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entre la convención y los ordenamientos nacionales. De allí que la corte inte-
ramericana ha desarrollado la idea que, en cierto sentido, la figura funciona en 
una doble vía, o más bien, tiene una doble instancia.
En un sentido primario, el juez regional, es decir, el interamericano, es 
quien está llamado a realizar el control de convencionalidad concentrado. Con-
sistente en revisar la compatibilidad de las normas nacionales con el Convenio 
Americano de Derechos Humanos, los demás instrumentos internacionales 
complementarios y la jurisprudencia de la misma Corte. En cambio, por el 
otro lado, el control de convencionalidad difuso es el que se predica por parte 
de los jueces nacionales y, en particular, el ex officio de todos los funcionarios 
judiciales de cada país6.
Así, es evidente que la figura del control de convencionalidad tiene una re-
lación directa con la noción de bloque de constitucionalidad, pues, en últimas, 
se trata de hacer un análisis con relación a algunas de las normas que lo cons-
tituyen. Ahora bien, en las páginas que siguen, se propone, al igual que en los 
capítulos anteriores, revisar la jurisprudencia de la Corte Constitucional para 
efectos de determinar cuál es el papel que juega dentro del sistema normativo, 
así como herramienta para resolver los diferentes conflictos normativos que 
pueden surgir.
Para lograr tal propósito, se dividirá el capítulo en cinco grandes partes. 
Para iniciar, se procurará esbozar cómo ha sido el desarrollo que ha tenido la 
figura dentro de la jurisprudencia colombiana. Posteriormente, se revisarán 
las sentencias en las que, aunque no lo hace de manera textual, sí se puede 
apreciar que el juez constitucional está llevando a cabo el respectivo control 
de convencionalidad. Se seguirá con algunas pequeñas consideraciones so-
bre la jerarquía normativa de las normas interamericanas (breves para evitar 
redundar en lo que ya ha sido desarrollado en el capítulo correspondiente al 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos), para poder ofrecer algunas 
 hitters, juan carlos (2009). Control de constitucionalidad y control de convencionalidad. 
Comparación (Criterios fijados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos). Revista 
Estudios Constitucionales, vol. 7, n.º 2, p. 11. 
6 quinche ramírez, manuel fernando. El control de convencionalidad como control normativo y 
no como control simplemente erudito o formal, en velandia canosa, eduardo andrés. Derecho 
Procesal Constitucional; Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. 
Perú. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 24 de Noviembre 
de 26 y Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Excepción preliminar, fondo, re-
paraciones y costas. Sentencia de 26 de noviembre de 21.
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soluciones a los conflictos normativos que puedan presentarse, eso sí, haciendo 
uso del control de convencionalidad.
I .  e l  d e s a r r o l lo  j u r i s p ru d e n c i a l  e x p l  c i t o 
d e l  c o n t r o l  d e  c o n v e n c i o na l i da d
En realidad, la Corte Constitucional no ha sido muy amiga de hablar sobre el 
control de convencionalidad pese a que esta necesidad ha sido ampliamente 
desarrollada por la Corte Interamericana. Únicamente en siete providencias 
se ha tomado el trabajo de pronunciarse como tal de la naturaleza de la figura 
y el cómo opera dentro del ordenamiento nacional. Así, a continuación se pre-
senta de manera esquemática cuál ha sido el desarrollo que se ha logrado en 
ese ínfimo número de sentencias. Por razones metodológicas, se hará en dos 
momentos. Uno en el que se hable de modo puntual del concepto del control 
de convencionalidad y, posteriormente, se desarrollará el alcance que se le ha 
dado a la figura.
A .  e l  c o n c e p t o  d e l  c o n t r o l  d e  c o n v e n c i o na l i da d
A decir verdad, no es preciso afirmar que la jurisprudencia de la Corte Consti-
tucional haya desarrollado de manera explícita la figura del control de conven-
cionalidad como concepto. En realidad, quienes se han ocupado han sido los 
magistrados disidentes de la posición mayoritaria quienes en sus aclaraciones 
y salvamentos de voto se han tomado el tiempo y esfuerzo por esgrimir lo que 
se debe entender por el control de convencionalidad. Tanto es así que incluso, 
en la sentencia C-794 de 214 (postulada por el Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos al premio Justicia y Convencionalidad), no se desarrolla 
en sentido alguno el concepto de convencionalidad. Tanto así que Calle Correa 
señala en su salvamento de voto que la Corte elige no pronunciarse sobre la 
figura y por lo tanto ella así lo hace.
De modo adicional al trabajo que adelantó Calle Correa en esa ocasión, 
Rojas Ríos ha hecho también una impecable tarea en su salvamento de voto en 
la sentencia C-469 de 216, en la que reconoce los elementos esenciales de la 
figura. En concreto, reconoce al artículo segundo de la Convención America-
na de Derechos Humanos (cadh) como fundamento de la misma, desarrolla 
la trayectoria histórica en sede interamericana y reconoce que se trata de una 
figura con una doble dimensión. Al respecto, sintetiza la naturaleza del juicio 
de convencionalidad de la siguiente manera:
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El control de convencionalidad es aquel que se ejerce para verificar la conformidad 
de una determinada disposición constitucional, legal o reglamentaria de un Estado 
con los principios y obligaciones que derivan del corpus iuris interamericano. Se 
trata, en consecuencia, de un control de carácter normativo y no fáctico. Se extien-
de a las interpretaciones que adelantan los jueces internos, sean constitucionales 
u ordinarios, e incluso, la administración pública.
En lo que respecta a las modalidades de control de convencionalidad, la Corte 
señala la existencia de dos: una primera, que podríamos denominar control de 
convencionalidad en su dimensión internacional, “en sede internacional” o “con-
centrado”, ejercido únicamente por Cteidh; una segunda, conocida como “control 
difuso de convencionalidad” o “en sede nacional”, a cargo de todas las autoridades 
judiciales nacionales, incluidos los Tribunales Constitucionales.
De lo anterior hay que resaltar que dentro de ese llamado corpus iuris interame-
ricano, no solo reconoce las normas y principios consagrados y reconocidos en 
los instrumentos interamericanos, sino que también incluye las sentencias de 
la Corte Interamericana De Derechos Humanos (corte idh) como expresión 
de las interpretaciones efectuadas por la misma.
Por otra parte, vale la pena destacar también que un par de años antes, Ortiz 
Delgado había introducido un par de elementos sobre la definición del control 
de convencionalidad en la aclaración de voto a la sentencia C- de 214, al 
reconocer que se trataba de una obligación de todos los funcionarios pertene-
cientes a la rama judicial. También reconoció en algunas otras consideraciones 
sobre el alcance de la figura.
A .  e l  a lc a n c e  o  nat u ra l e z a 
q u e  s e  l e  h a  r e c o n o c i d o
A diferencia de lo que ocurre con la definición del control de convencionalidad, 
la poca jurisprudencia existente que se pronuncia sobre la figura ha procura-
do por lo general definir el alcance y la naturaleza de la misma. Por ejemplo, 
desde la institucionalización de la figura por parte de la corte idh en el caso 
de Almonacid Arellanos y otros vs. Chile, el tribunal constitucional nacional 
ha procurado menguar sus efectos, desconociendo la real entidad que repre-
senta la misma.
Por ejemplo, en una de las primeras sentencias de la Corte Constitucional 
sobre el tema, de entrada se nominaba únicamente como una herramienta 
para la interpretación armónica entre el sistema y la Constitución nacional. 
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Aquí vale la pena aclarar que en la sentencia C-28 de 26 aún no se hablaba 
directamente del control de convencionalidad, pero sí se incluía de manera 
implícita mediante la figura del bloque de constitucionalidad y la posibilidad 
de existir conflictos normativos entre estas normas constitucionales y las nor-
mas interamericanas.
En ese orden de ideas, media década después se mantiene la misma posi-
ción al asegurar que la Corte tiene que asumir el control de convencionalidad 
y lograr un cambio en la jurisprudencia a partir de la armonización de las nor-
mas nacionales e interamericanas. Así, en sentencia su-712 de 213 se vio en 
la necesidad de utilizarlo como herramienta hermenéutica para conciliar un 
conflicto normativo que surgía entre la Constitución y la cadh en materia de 
facultades disciplinarias de la Procuraduría. Al respecto, la Corte señala que:
Cuando una contradicción de ese tipo se presenta, corresponde a la Corte adelan-
tar una armonización de las normas en conflicto, con el propósito de asegurar la 
supremacía de la Constitución, y el pleno respeto de las obligaciones del Estado 
en el escenario del derecho internacional de los derechos humanos7.
Más adelante, la Corte mantiene la premisa del control de convencionalidad 
como una herramienta hermenéutica de armonización de las normas. En par-
ticular, al hacer referencia a la jurisprudencia de la Corte Interamericana como 
elemento adicional del juicio de convencionalidad.
La armonización que se plantea no supone integrar al bloque de constitucionalidad 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana. Ella es un criterio hermenéutico re-
levante que deberá ser considerado en cada caso. Sin embargo cuando las normas 
del tratado se integran al parámetro de control y las autoridades encargadas de 
interpretarlo establecen una comprensión uniforme, reiterada y clara, no resulta 
posible desde la perspectiva de la inserción del estado colombiano en las relacio-
nes internacionales (arts. 9 y 226), abstenerse de considerar esa interpretación al 
analizar la posibilidad de examinar nuevamente un asunto que, en sede del control 
abstracto, lo había sido previamente8.
Sin embargo, en esta oportunidad, conviene señalar que Ortiz Delgado aclaró 
su voto en la sentencia con ocasión de este razonamiento de la Corte. Por su 
7 Sentencia su-712 de 213. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
8 Sentencia C- de 214. M.P. Mauricio González Cuervo
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parte, para ella, el tema relacionado con la jurisprudencia de la Corte Intera-
mericana es tan importante para el juicio de convencionalidad que en casos 
muy estrictos debe aplicársele y articularse con la jurisprudencia nacional, la 
institución de la cosa juzgada constitucional. Esto se traduce en algo así como 
en una cosa juzgada convencional9. Esta sensación sigue presente, tanto que, 
por ejemplo, en sentencia su-3 de 21, Ávila Roldán sigue hablando de ese 
principio de armonización contenido en la figura.
Por otra parte, la jurisprudencia desarrolla un elemento adicional con rela-
ción al alcance que tiene la función que está llamada a cumplirse por parte del 
juez de convencionalidad. A raíz del examen de constitucionalidad del Acuerdo 
de Libre Comercio con la Asociación Europea de Libre Comercio, deja bastante 
claro que este juicio de convencionalidad sólo debe hacerse cuando se enfrente 
un conflicto normativo entre una norma nacional y una interamericana. Esto 
quiere decir que no se enmarca dentro del juicio de convencionalidad el cotejo 
de dos normas internacionales.
La Corte Constitucional no es juez de convencionalidad, esto es, no está llamada 
a verificar la concordancia abstracta de la legislación nacional con los tratados 
internacionales que obligan al Estado. Como lo sostuvo esta Corporación: “la 
confrontación de una ley con un tratado internacional no puede dar lugar a una 
declaratoria automática de constitucionalidad o inconstitucionalidad, ya que es 
necesario, a su vez, interpretarla sistemáticamente con el texto de la Constitución”. 
Como se indicó, el fundamento normativo de las disposiciones internacionales que 
se integran al bloque se deriva de cláusulas constitucionales expresas en las que 
se efectúan remisiones directas a dichas normas y principios, incorporándolos al 
ordenamiento interno con rango constitucional para efectos de precisar y com-
plementar el sentido de las mismas1.
Así, la Corte no ha sido del todo juiciosa en desarrollar la figura del control 
de convencionalidad. Sin embargo, al menos quedan claros tres grandes ele-
mentos que permiten que sea posible su aplicación en la práctica. En primer 
lugar, se trata de una obligación que tiene el poder judicial de la nación y que 
opera como una herramienta de armonización entre el derecho nacional y el 
derecho interamericano. En segunda instancia, el juicio de convencionalidad 
tiene en cuenta no solo las normas contenidas en la cadh sino también las 
9 Aclaración de voto de Gloria Stella Ortiz Delgado. Sentencia C- de 214. 
1 Sentencia C-941 de 21. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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dispuestas en los convenios complementarios como las interpretaciones que 
ha hecho la Corte Interamericana en su jurisprudencia. Finalmente, el juez 
difuso de convencionalidad cumple su tarea con relación a normas nacionales 
y no internacionales.
I I .  a p l i c ac i  n  p r  c t i c a  d e  la  f i g u ra , 
d e s a r r o l lo  i m p l  c i t o
Hay que empezar por señalar que la Corte Constitucional venía implemen-
tando la función de juez de convencionalidad aun antes que fuese reconocida 
la labor por la Corte Interamericana. En al menos en media docena de oca-
siones, el juez nacional ya había utilizado como criterio de interpretación y 
armonización las normas contenidas en los instrumentos interamericanos11. 
Ahora bien, tanto en esos casos como en los que revisamos a continuación con 
posterioridad a Almonacid Arellano y otros vs. Chile, la aplicación del juicio 
de convencionalidad se da prácticamente por inercia por parte de la figura del 
bloque de constitucionalidad.
Con fines ilustrativos, a continuación señalamos algunas de las providencias 
en las que se apeló a la cadh o a la jurisprudencia interamericana para efectos 
de resolver un problema jurídico ante la Corte Constitucional.
Ejemplo de lo primero es el caso de la sentencia C-13 de 29, en la que 
se apela al artículo 27 de la cadh para introducir en el ordenamiento el princi-
pio de la intangibilidad de los derechos humanos en los Estados de excepción. 
Lo anterior para efectos de la declaratoria de la constitucionalidad material 
del Decreto 4333 de 28, que declaraba a Colombia en estado de emergencia 
social debido a la aparición de diferentes modalidades irregulares de recaudo 
o captación masiva de recursos.
Otro claro ejemplo de la utilización de las normas interamericanas para la 
modificación de la legislación nacional –o en este caso las situaciones jurídicas 
internas– es el caso de la sentencia T-967 de 214, en el que la Corte Constitu-
cional protege los derechos al debido proceso, la igualdad y la no discriminación 
de una mujer víctima de violencia de género a la que no se le había administrado 
justicia con perspectiva de género. Para tal propósito, el juez constitucional 
acude no solo a la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
11 Se hace referencia a las sentencias C-9 de 2, C-82 de 2, C-113 de 2, C-126 de 
2 y T-397 de 26.
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Discriminación contra la Mujer (cedaw, por sus siglas en inglés) sino también 
a la Convención Belém do Pará.
A partir de todo lo analizado hasta ahora, para esta Corte es claro que, de los 
mandatos contenidos en la Constitución y en las Convenciones sobre protección 
a la mujer, se deduce que el Estado tiene obligaciones ineludibles en torno a la 
eliminación de cualquier tipo de discriminación o violencia ejercida contra una 
persona por razón de su sexo.
Así, por ejemplo, se extrae que el Estado debe a) garantizar a todos y todas, una 
vida libre de violencia y discriminación por razón del sexo; b) prevenir y proteger 
a las mujeres y las niñas de cualquier tipo de discriminación o violencia ejercida 
en su contra; e c) investigar, sancionar y reparar la violencia estructural contra la 
mujer, entre muchas otras12.
En esta ocasión, a raíz de ese control de convencionalidad que hace el juez 
constitucional se logra hacer una adaptación o armonización suficiente como 
para extraer obligaciones claras y jurídicamente exigibles en todos los niveles 
internos del país.
Respecto al segundo supuesto, es decir, a los casos en los que se acude no 
solo a la cadh sino también a la interpretación que ha dado la Corte Interame-
ricana sobre las normas, los ejemplos son más variados. Sin embargo, antes de 
detenernos en algunos de ellos, conviene señalar la sentencia T-63 de 212, 
que brinda un elemento conceptual importante. Dentro de la ejecución del 
juicio de convencionalidad, el mismo juez constitucional deja clara la razón 
por la cual es imperativo tener en cuenta también la jurisprudencia.
La Corporación ha sostenido que la jurisprudencia de la Corte idh contiene la 
interpretación auténtica de los derechos contenidos en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, instrumento internacional que integra el parámetro 
de control de constitucionalidad13.
Una primera providencia que además resulta particularmente diciente es la 
sentencia C-87 de 211, en la que no es necesario acudir directamente a la 
cadh para desarrollar un argumento lo suficientemente fuerte para declarar 
12 Sentencia T-967 de 214. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.
13 Sentencia T-63 de 212. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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la exequibilidad de una de las disposiciones del Código de Procedimiento Ad-
ministrativo y de lo Contencioso Administrativo sobre el efecto positivo de la 
falta de declaratoria de un recurso. En esta ocasión, el juez constitucional sólo 
tiene en cuenta un precedente jurisprudencial de la Corte Interamericana en 
el caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá.
En los demás casos, el juez constitucional, dentro de sus funciones como 
juez de convencionalidad, tiene en cuenta a la cadh y a la jurisprudencia del 
tribunal interamericano. Con el objetivo de mostrar la forma en la que lo hace, 
acudimos a un caso adicional. En la sentencia T-379 de 214, para la protección 
de los derechos del cabildo Mariba Tuparro en el departamento del Vichada, 
la Corte acude a la jurisprudencia interamericana:
Los planteamientos desarrollados por la Corte Interamericana en torno a la pro-
tección del derecho a la propiedad comunitaria e identidad cultural de los pueblos 
indígenas, son de gran relevancia para el ordenamiento interno, toda vez que de allí 
se desprenden obligaciones internacionales concretas para las autoridades estatales, 
en el sentido en que el Estado tiene el deber de adoptar todas las medidas para hacer 
efectiva la posesión y el derecho a la propiedad sobre los territorios tradicionales 
de las comunidades indígenas, conforme a sus creencias y prácticas ancestrales14.
Con lo anterior, en realidad la Corte Constitucional no solo no ha establecido 
unas nociones básicas sobre el juicio de convencionalidad sino que además no 
ha creado ni desarrollado reglas judiciales sobre la procedencia y aplicación 
del mismo. Por el contrario, desde antes de la existencia formal de la figura, ya 
venía implementándolo caso a caso según como se fuese considerando oportuno.
I I I .  la  j e ra rq u  a  n o r m at i va  d e l  d e r e c h o 
i n t e ra m e r i c a n o
Debido a que ya se desarrolló en un capítulo previo in extenso lo relacionado 
con la jerarquía normativa que ocupan en nuestro sistema las normas sobre 
derechos humanos, en esta ocasión solo haremos mención a un par de elementos 
que resultan útiles por tener una relación directa con la jurisprudencia cons-
titucional sobre el control de convencionalidad.
14 Sentencia T-379 de 214. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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Para efectos prácticos, hay que recordar que las normas internacionales en 
materia de derechos humanos que son adoptadas por el estado Colombiano, 
debido a su naturaleza, ingresan en el llamado bloque de constitucionalidad1. 
Esto quiere decir que, en principio, estas normas están revestidas de un rango 
constitucional y se ubican en un nivel similar, si no igual, a las consagradas de 
modo textual en la Constitución.
Con relación a las normas interamericanas y dentro del contexto del con-
trol de convencionalidad, la Corte Constitucional ha sido bastante oportuna en 
recalcar cuál es su lugar y cuáles son los efectos que pueden tener dentro del 
ordenamiento nacional. Es por esto que traemos a colación tres providencias 
diferentes, que aportan tres mensajes diferentes.
En lo que respecta a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en di-
versas ocasiones, la Corte ha considerado que hace parte del bloque de constitu-
cionalidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 93 Superior. Bajo este contexto, 
es claro que el mencionado instrumento internacional forma parte del bloque de 
constitucionalidad y, por lo tanto, debe ser utilizado como parámetro que guíe el 
examen de constitucionalidad de las leyes colombianas, pero ello no significa que 
las normas pertenecientes al bloque adquieran el rango de normas supraconstitu-
cionales. En ese sentido, la confrontación de una ley con un tratado internacional 
no puede dar lugar a una declaratoria automática de constitucionalidad o incons-
titucionalidad, ya que es necesario, a su vez, interpretarla sistemáticamente con 
el texto de la Constitución16.
Esta primera sentencia, la C-28 de 26, reitera la pertenencia de las normas 
de la cadh al bloque de constitucionalidad. Adicionalmente, resalta de manera 
tajante que se trata de normas que no tienen un mayor rango que el de la Cons-
titución y que, por tanto, no son suficientes para que sirvan como parámetro 
exclusivo de constitucionalidad.
Como se indicó, el fundamento normativo de las disposiciones internacionales 
que se integran al bloque se deriva de cláusulas constitucionales expresas en las 
que se efectúan remisiones directas a dichas normas y principios, incorporándo-
1 Artículo 93 de la Constitución Política de Colombia. 
16 Sentencia C-28 de 26. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.
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los al ordenamiento interno con rango constitucional para efectos de precisar y 
complementar el sentido de las mismas17.
Por su parte, la sentencia C-941 de 21 ya no solo dice que se trata de normas 
que son de rango constitucional, sino que además aclara que no pueden ser 
utilizadas como parámetro de constitucionalidad exclusivo, respecto a otros 
tratados internacionales.
En diversos fallos esta Corporación se ha referido puntualmente a la Corte idh, 
indicando que su jurisprudencia es un criterio relevante para fijar el parámetro 
de control de las normas que hacen parte del ordenamiento interno colombiano, 
precisamente porque establece el alcance de distintos instrumentos internacionales 
de derechos humanos18.
Finalmente, la sentencia T-63 del212 trae un elemento final y supremamente 
importante, el relacionado con la naturaleza “normativa” de la jurispruden-
cia interamericana. Si bien es cierto que es evidente que no ostenta un rango 
constitucional como lo tienen las normas de la cadh, la Corte deja claro que se 
trata de un criterio determinante dentro de los parámetros de constitucionali-
dad. Esto quiere decir que, en últimas, es una herramienta complementaria y 
necesaria para la aplicación de aquellas normas que sí hacen parte del bloque 
de constitucionalidad.
I V .  a lg u na s  p o s i b l e s  s o lu c i o n e s 
a  lo s  c o n f l i c t o s  n o r m at i vo s  p r e s e n ta d o s 
c o n  r e lac i  n  a  la s  n o r m a s  i n t e ra m e r i c a na s
Al igual que como se ha hecho en capítulos anteriores, el objeto de este acápite 
es hacer un ejercicio de análisis sobre cómo se resolverían los conflictos nor-
mativos entre dos normas. Para tal propósito, hemos identificado tres posibles 
escenarios sobre los que ofreceremos algunas luces. El primero de ellos es el 
conflicto entre una norma convencional interamericana y otra norma interna-
cional. El segundo es el del conflicto entre una norma interamericana y una 
17 Sentencia C-941 de 21. 
18 Sentencia T-63 de 212.
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norma constitucional y finalmente el último escenario es el de los conflictos 
entre normas interamericanas y normas infraconstitucionales.
Con relación al tema de los conflictos normativos entre una norma intera-
mericana y otra norma internacional es necesario hacer una precisión inicial. 
Cuando se hace referencia a un conflicto normativo entre dos normas que 
tienen carácter de normas internacionales, evidentemente se hace referencia a 
dos normas que si bien tienen origen en el derecho internacional, ya han sido 
o están en proceso de incorporación al ordenamiento jurídico nacional. De lo 
contrario, si se estuviera en el escenario internacional, sería necesario tener 
en cuenta varios factores como la fragmentación del derecho internacional, la 
integración sistémica y los test de ponderación.
Ahora bien, como ya está claro que abordamos este conflicto desde una pers-
pectiva “interna” o nacional, podemos hacer referencia a lo que para nosotros 
son las (o más bien la) herramientas que la Corte ha ofrecido para resolverlo. 
En sentencia C-941 de 21, la Corte establece que las normas interamerica-
nas que hacen parte del bloque no pueden ser utilizadas como parámetro de 
constitucionalidad de las otras normas internacionales que buscan entrar en 
el ordenamiento nacional.
A pesar de ello resulta apenas lógico concluir que aunque se excluya la po-
sibilidad de utilizarse como un parámetro de constitucionalidad, seguramen-
te en el momento en el que la norma interamericana se incorporó al derecho 
interno y se integró al bloque de constitucionalidad se hizo un esfuerzo por 
armonizarla con la constitución. Esto quiere decir que lo más seguro es que los 
bienes jurídicos que buscase tutelar la norma interamericana ahora contasen 
con una protección más robusta en términos constitucionales.
Respecto al segundo escenario conflictivo, la respuesta parecería ser más 
difícil, pues nos encontramos ante una balanza equilibrada. De modo adicio-
nal, parecería existir una obligación internacional derivada del artículo 2 de la 
cadh, que obligaría a inclinar esa balanza hacia el lado interamericano y lle-
varía a la modificación de la norma nacional. Sin embargo, la jurisprudencia 
constitucional, especialmente al definir el alcance y la naturaleza del control 
de convencionalidad, ha dado una respuesta a esta pregunta. La forma para 
resolver el conflicto normativo que surge entre estos dos tipos de normas no 
es otra que la de la interpretación armónica y sistemática de las normas. Bas-
ta con acudir de nuevo a las sentencias C-28 de 26 y C-941 de 21 para 
comprobarlo.
Frente a los conflictos normativos entre una norma interamericana y una 
norma infraconstitucional, no hay mayores consideraciones que señalar. Es 
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evidente que en caso de conflicto prevalecerá a toda costa la norma interame-
ricana sobre la norma legal. En últimas, en los casos que ocurre lo contrario, es 
cuando el juez concentrado de convencionalidad está llamado a actuar.
V .  u na  c o rt e  t e rc a  p e r o  q u e  f u n c i o na
La figura del control de convencionalidad ha sido vista por el juez interameri-
cano como una gran oportunidad para transversalizar su función y lograr que 
el cumplimiento de las normas interamericanas sobre derechos humanos se dé 
en todos los niveles. En cambio, el juez constitucional al parecer no lo ve así. 
Al contrario del interamericano, el colombiano lo entiende como una simple 
herramienta interpretativa o más bien armonizadora de dos ordenamientos 
jurídicos diferentes que mantienen una estrecha y evidente relación
La jurisprudencia constitucional que habla sobre la figura del juicio de 
convencionalidad es extremadamente precaria y la tarea de conceptualización 
no solo la ha dejado en las manos naturales de la Corte Interamericana sino 
que se ha recargado sobre los magistrados disidentes o de posición minorita-
ria dentro de la misma corte. Lo único sobre lo que parecería haber claridad y 
congruencia dentro de la jurisprudencia nacional es el tema relacionado con 
la armonización de los ordenamientos.
La Corte Constitucional, por su parte, no ha sido amiga de otorgarle el 
reconocimiento total que la Corte Interamericana le ha dado a su propia juris-
prudencia. Al contrario, si bien la acoge como un criterio auxiliar o comple-
mentario de los parámetros de constitucionalidad, no lo incluye dentro de los 
parámetros, ni dentro del bloque, como lo ha buscado el juez interamericano.
Así, el bloque de constitucionalidad no termina sufriendo ninguna mo-
dificación con relación a la concepción tradicional que ha reinado. Esto lleva 
a que la forma de relacionarse de las normas interamericanas con las demás 
normas nacionales tenga la misma naturaleza que la de cualquier otra norma 
de derecho internacional sobre los derechos humanos.
En consecuencia, con relación al control de convencionalidad, se trata de 
un tema más en el que la Corte no ha hecho un esfuerzo particularmente sig-
nificativo, sino que corrobora una de las críticas que le hace la vox populi. Se 
trata de un tribunal de altísimo nivel en debates constitucionales, pero cuando 
se ve forzado a transgredir las fronteras de su esquema tradicional es como si 
se paralizara.
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